
TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

SEGUNDO.- El Registro a que se refiere el nume-
ral 20 del artículo 24 del Código Penal Federal, es-
tará a cargo del Centro Nacional de Información,
dependiente del Secretariado Ejecutivo del Sistema
Nacional de Seguridad Pública, el cual deberá ser
creado en un plazo no mayor un año a partir de la
entrada en vigor del presente Decreto.

TERCERO.- El Ejecutivo Federal contará con un
plazo de un año a partir de la entrada en vigor del
presente Decreto para expedir la reglamentación
necesaria para poner en funcionamiento el Regis-
tro a que se refiere el numeral 20 del artículo 24 del
Código Penal Federal, en el cuál, en todo momento
se respetarán los derechos humanos de los senten-
ciados; se establecerá el marco de coordinación en-
tre las Policías, la Procuraduría o Fiscalía General
de la República, la Comisión Nacional de Seguri-
dad y demás Instituciones de Seguridad que co-
rrespondan, a efecto de estar en posibilidad de ac-
tualizar constantemente la información remitida al
respecto.

CUARTO.- Las erogaciones que se generen con
motivo de la entrada en vigor del presente Decreto,
se cubrirán con cargo al presupuesto autorizado
para el presente ejercicio fiscal, y los subsecuentes,
al órgano administrativo desconcentrado de la Se-
cretaría de Gobernación, Secretariado Ejecutivo
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, por lo
que no se requerirán de recursos adicionales para
su cumplimiento.

Notas:

1 172003. 1a. CXLI/2007. Primera Sala. Novena Época. Semana-

rio Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Julio de

2007, Pág. 265.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 6 de diciembre de 2016.

La Comisión de Justicia

Diputados: Álvaro Ibarra Hinojosa (rúbrica), presidente; María

Gloria Hernández Madrid (rúbrica), Ricardo Ramírez Nieto (rúbri-

ca), José Hernán Cortés Berumen (rúbrica), Javier Antonio Nebli-

na Vega (rúbrica), Patricia Sánchez Carrillo (rúbrica), Arturo San-

tana Alfaro (rúbrica), Lía Limón García (rúbrica), Víctor Manuel

Sánchez Orozco, secretarios; Jesús Emiliano Álvarez López (rú-

brica en abstención), Alfredo Basurto Román (rúbrica en absten-

ción), Ramón Bañales Arámbula (rúbrica), Tristán Manuel Cana-

les Najjar (rúbrica), Édgar Castillo Martínez, José Alberto

Couttolenc Buentello, César Alejandro Domínguez Domínguez

(rúbrica), Mayra Angélica Enríquez Vanderkam, Waldo Fernández

González (rúbrica), José Adrián González Navarro, Sofía Gonzá-

lez Torres (rúbrica), Carlos Iriarte Mercado (rúbrica), Armando

Luna Canales (rúbrica), Abel Murrieta Gutiérrez (rúbrica), Daniel

Ordóñez Hernández (rúbrica), Ulises Ramírez Núñez (rúbrica),

Édgar Romo García (rúbrica), Martha Sofía Tamayo Morales.

DE LA COMISIÓN DE JUSTICIA, CON PROYECTO DE DE-
CRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 420 Y
422 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Justicia de la LXIII Legislatura de la
H. Cámara de Diputados, le fueron turnadas para su
análisis y dictamen correspondiente la iniciativa con
proyecto de Decreto por el que se adicionan dos párra-
fos al artículo 422 del Código Penal Federal, presenta-
da por el diputado Jesús Sesma Suárez e integrantes del
Grupo Parlamentario del PVEM y la iniciativa con pro-
yecto de Decreto por el que se reforman y adicionan di-
versas disposiciones del Código Penal Federal, de la
Ley Federal contra la Delincuencia Organizada y del
Código Nacional de Procedimientos Penales, en mate-
ria de tráfico de especies, presentada por integrantes
del Grupo Parlamentario del PVEM.

Gaceta Parlamentaria Marttes 13 de diciembre de 20168



La Comisión de Justicia con fundamento en los artícu-
los 39, numeral 1, numeral 2, fracción XXXIII y 45,
numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 80,
numeral 1, fracción II, 82, numeral 1, 157, numeral 1,
fracción I, 158, numeral 1, fracción IV, del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, procedió al análisis de
las iniciativas, presentando a la consideración de los
integrantes de esta Honorable Asamblea el presente
dictamen al tenor de la siguiente:

METODOLOGÍA

Esta Comisión, desarrolló los trabajos correspondientes
conforme al procedimiento que a continuación se describe:

I. En el apartado “ANTECEDENTES” se indican
las fechas de presentación ante el Pleno de la Cá-
mara de Diputados y del recibo del turno en la Co-
misión para su análisis y dictaminación.

II. En el apartado denominado “CONTENIDO
DE LAS INICIATIVAS” se resume el objetivo de
las iniciativas que nos ocupan.

III. En el apartado “CONSIDERACIONES”, las y
los integrantes de esta Comisión dictaminadora expre-
san los razonamientos y argumentos con base en los
cuales se sustenta el sentido del presente dictamen.

ANTECEDENTES

I. El día 14 de septiembre de 2016, el diputado Je-
sús Sesma Suarez e integrantes de la fracción parla-
mentaria del PVEM, presentaron ante la Cámara de
Diputados de este Congreso de la Unión, la iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se adicionan
dos párrafos al artículo 422 del Código Penal Fede-
ral, dicha iniciativa fue turnada por la Presidencia
de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados a
esta Comisión de Justicia para su dictamen.

II. El día 24 de noviembre de 2016 el diputado Je-
sús Sesma Suarez e integrantes de la fracción parla-
mentaria del PVEM, presentaron la Iniciativa con
proyecto de Decreto por el que se reforman y adi-
cionan diversas disposiciones del Código Penal Fe-
deral, de la Ley Federal contra la Delincuencia Or-
ganizada y del Código Nacional de Procedimientos
Penales, en materia de tráfico de especies, dicha ini-

ciativa fue turnada por la Presidencia de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados a esta Comi-
sión de Justicia para su dictamen.

II. CONTENIDO DE LAS INICIATIVAS

A) Iniciativa que adicionan dos párrafos al artícu-
lo 422 del Código Penal Federal:

Los iniciantes señalan la importancia de que a más de
una década de la aparición de las primeras disposiciones
legales en materia ambiental, el gobierno federal ha
puesto especial atención al diseño e implementación de
políticas públicas encaminadas a la protección de los re-
cursos naturales existentes en nuestro país; y que dichas
políticas están sustentadas en diferentes preceptos jurí-
dicos que cada día se encuentran más especializados,
tan es así que nuestra propia Constitución hoy señala
nuestro derecho humano a un medio ambiente sano, lo
que sin duda establece bases sólidas para conformación
de nuevos cuerpos normativos que garanticen la ade-
cuada protección y defensa de este derecho.

Continúan mencionando que el origen de dichas dis-
posiciones legales siempre ha tenido un enfoque pre-
ventivo, cuyo objetivo claro es la preservación de
nuestros recursos naturales, pero que sin embargo,
ello no ha sido suficiente para lograr su adecuada
protección.

Lo anterior mencionan ya que de acuerdo con el dete-
rioro de los ecosistemas, mismo que sin duda se debe
a la intervención negativa del hombre y afirman que a
ello debe ponerse un alto inmediato, y que desafortu-
nadamente no se ha logrado generar una consciencia
colectiva de respeto y compromiso por el cuidado al
medio ambiente, seguimos observando la indiferencia
y en el peor de los casos, la intencionalidad de las per-
sonas para dañar a nuestro medio natural.

De acuerdo con las razones anteriores sustentan que se
ha hecho necesario escalar de las sanciones administra-
tivas a la materia penal y ello no es más que una medi-
da urgente para poner un alto a la creciente tasa de ac-
ciones que constituyen un delito en materia ambiental.

De la misma manera comentan que paralelo a lo ante-
riormente señalado, fue necesaria la creación de una
unidad especializada en la investigación de delitos am-
bientales, adscrita a la propia Procuraduría General de
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la República, misma que a través de sus Agentes del
Ministerio Público de la Federación se encarga de re-
presentar a la sociedad en la investigación y persecu-
ción de delitos del fuero federal en materia ambiental.

Continúan mencionando que para que esta institución y
las diferentes autoridades ambientales puedan ejercer
debidamente sus funciones, el marco legal ha tenido
que ser modificado atendiendo a las crecientes necesi-
dades respecto la protección de los recursos naturales.

También mencionan que dichas modificaciones son
producto de un trabajo nada reciente, y que ejemplo de
ello son las modificaciones del 6 de febrero del 2002,
al Código Penal Federal en materia de delitos contra el
ambiente, así como diversas adiciones al Código de
Procedimiento Penales, con el objeto de calificar co-
mo delitos graves ciertas hipótesis de los delitos con-
tra del ambiente contenidos en el Título Vigésimo
Quinto del Código Penal Federal.

Por todo lo anterior los diputados promoventes consi-
deran importante que se distingan aquellas conductas
que deben tener un tratamiento especial frente a aque-
llas que constituyen la generalidad de los delitos con-
tra el ambiente procesadas por el sistema penal de ma-
nera cotidiana.

No obstante aclaran que dicha distinción se disuelve
ante la entrada en vigor del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, ya que la anterior calificación de
delitos graves es sustituida por el listado de delitos que
merecen prisión preventiva de oficio.

Por lo cual consideran pertinente la conservación del
referido listado, ya que la intención de la iniciativa no
es modificarla, sino recuperar y conservar la distinción
de delitos graves mediante el incremento de la punibi-
lidad en su parámetro inferior que actualmente esta-
blece un año de prisión, para elevarla en dos años de
pena privativa de la libertad adicionales, sin que ello
represente un aumento en la pena máxima de tres años
vigente.

Lo anterior explican los legisladores, atendiendo a
que delitos como los relacionados a las actividades
tecnológicas y peligrosas, así como los cometidos con-
tra la biodiversidad van en aumento; por lo que se con-
sidera que el incremento a la pena mínima contempla-
da en el artículo 422 del Código Penal Federal,

representa una vía idónea para desincentivar acciones
dolosas que atentan en contra del equilibrio ecológico,
al tiempo de lograr la preservación de los recursos na-
turales referidos y consecuentemente, la protección a
nuestro derecho al medio ambiente sano.

Para dejar más claro la propuesta que versa en la ini-
ciativa, nos permitimos presentar el siguiente cuadro
comparativo:

B. Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se
reforman y adicionan diversas disposiciones del
Código Penal Federal, de la Ley Federal contra la
Delincuencia Organizada y del Código Nacional de
Procedimientos Penales, en materia de tráfico de
especies.

Comentan los promoventes que de acuerdo con la Co-
misión Nacional para el Conocimiento y Uso de la
Biodiversidad (Conabio), México es uno de los 17
países mega diversos del mundo. En cuanto al número
de especies ocupa el segundo lugar en reptiles, el ter-
cero en mamíferos, el quinto en plantas y anfibios y el
octavo en aves. Muchas de estas especies habitan úni-
camente en el territorio nacional, por lo cual se catalo-
gan como endémicas, siendo sumamente valiosas en
términos de biodiversidad.

De la misma manera mencionan que México también
encabeza la lista de países con más zonas donde ha-
bitan especies en peligro de extinción. La Secretaría
del Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semar-
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nat) reconoce más de 2 mil 500 especies vegetales y
animales en algún grado de amenaza. Mientras el pa-
ís ocupa los primeros lugares en extinción, las políti-
cas de conservación no frenan el fenómeno de defau-
nación.

Reportan que según datos de Defensores de la Vida
Silvestre México (Defenders of Wildlife), en el país 40
por ciento de los vertebrados se encuentra en peligro
de extinción: de los reptiles, 55; de los anfibios, 54; de
los mamíferos, 39; de los peces, 38, y de las aves, 26.

Continúan mencionando que en las últimas décadas
México ha enfocado sus políticas hacia la promoción
de esquemas de aprovechamiento sostenible, con la fi-
nalidad de que los beneficios ecológicos y los benefi-
cios socioeconómicos no se contrapongan. Estos es-
fuerzos se han reflejado en el desarrollo de marcos
legales y estructuras gubernamentales que permiten la
implementación de dichas políticas.

No obstante hacen del conocimiento que la riqueza
biológica de México ha propiciado que el comercio
ilegal y utilización de especies de flora y fauna haya
sido una actividad cotidiana desde tiempos muy remo-
tos y que lamentablemente continúe presente y sea ca-
da vez más grave y difícil de controlar. Estas especies
de flora y fauna son extraídas y comerciadas ilegal-
mente con fines que van desde el uso doméstico como
mascotas exóticas, materia prima para la elaboración
de productos, así como elementos para prácticas reli-
giosas u otras tradiciones.

Así mismo informan que en el ámbito mundial el
acuerdo internacional más relevante sobre tráfico ile-
gal de vida silvestre es la Convención sobre el Comer-
cio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y
Flora Silvestre, firmado en 1975 y al que México se
suma en 1991. Dicha convención tiene como finalidad
regular el comercio internacional de especies de flora
y fauna amenazadas, a efecto de que no constituya una
amenaza para la supervivencia de las mismas.

Continúan mencionando que el funcionamiento de la
CITES (por sus siglas en inglés) se basa en un sistema
de concesión de autorizaciones y licencias necesarias
para la importación, exportación e introducción de
ejemplares de cualquiera de las 30 mil especies de vi-
da silvestre reguladas por el convenio.

En razón de lo anterior manifiestan que en noviembre
de 2009 varias organizaciones y organismos interna-
cionales con atribuciones relacionadas con la aplica-
ción efectiva de la ley y con la capacitación en mate-
ria de justicia penal –en lo que atañe a los delitos
contra la vida silvestre y los bosques– decidieron unir-
se para trabajar en conjunto en la formación de un con-
sorcio internacional. Representantes de la Secretaría
de la CITES, la Organización Internacional de Policía
Criminal (Interpol), la Oficina de las Naciones Unidas
contra la Droga y el Delito (UNODC), el Banco Mun-
dial y la Organización Mundial de Aduanas (OMA)
mantuvieron su primera reunión conjunta en Viena a
fin de desarrollar una estrategia para prevenir y com-
batir el comercio ilícito de animales y plantas silves-
tres. 

Dado lo anterior mencionan que el consorcio antes re-
ferido fue lanzado formalmente en noviembre de 2010
por el primer ministro Vladimir Putin durante el Foro
Internacional sobre el Tigre, realizado en San Peters-
burgo, Federación de Rusia, oportunidad en que se
procedió a la firma de la carta de entendimiento entre
las cinco entidades.

Por otra parte mencionan que la Organización de las
Naciones Unidas (ONU) también explicó que el tráfi-
co de especies genera una crisis ambiental que amena-
za la biodiversidad a nivel mundial, pues el tráfico de
especies es una de las actividades ilegales más lucrati-
vas en el mundo, con una cifra que asciende a cerca de
20 mil millones de dólares al año. Es pues que tanto a
nivel nacional como internacional existe una regula-
ción amplia y nutrida en cuanto al tráfico de vida sil-
vestre, pero aún no suficiente para inhibir la conducta,
o establecer parámetros objetivos de sus alcances, di-
mensiones, perjuicios y daños irreversibles al medio
ambiente global.

Por lo que hace a nuestro país, los legisladores co-
mentan que en los últimos años el tráfico ilegal de vi-
da silvestre ha aumentado de manera notable, proba-
blemente como consecuencia de que representa un
negocio ilícito atractivo por la disponibilidad de gran-
des ganancias y la naturaleza de bajo riesgo del deli-
to. Este comercio ilegal se basa en una red de tráfico
organizada, en donde existen diversos niveles de ac-
tuación y diferentes integrantes, cada uno de los cua-
les realiza actividades específicas que en conjunto
forman toda una cadena. Esta especialización o divi-

Marttes 13 de diciembre de 2016 Gaceta Parlamentaria11



sión de trabajo comprende la extracción de los ejem-
plares de vida silvestre de su medio natural, el acopio,
transporte y distribución de los mismos, y finalmente
la venta.

Los legisladores refieren en su iniciativa que el princi-
pal factor que detona el tráfico ilegal de vida silvestre
es la demanda de mercado, la cual a su vez es promo-
vida por grupos de consumidores impulsados por dife-
rentes valores sociales y culturales profundamente
arraigados.

También informan que de entre las especies de fauna
con un mayor tráfico destacan en México, el perico ca-
beza amarilla (Amazona oratrix), la guacamaya roja
(Ara macao), la guacamaya verde (Ara militaris), el
tucán pecho amarillo (Ramphastossulfuratus), el mono
araña (Ateles geoffroyi), el mono aullador (Aulluata-
palliata), la tarántula rodillas rojas (Brachypelmasmi-
thi), la iguana negra (Ctenosaurapectinata), la iguana
verde (Iguana iguana), las víboras de cascabel (Crota-
lussp.) y el halcón de Harris (Parabuteounicinctus), al
igual que el águila real, el carpintero imperial y la va-
quita marina, entre otras.

Y en el caso de la flora, especies de cactáceas del géne-
ro Mammilaria, especies de palmas del género Cha-
maedora, así como un gran número de especies de la fa-
milia de las orquídeas, entre otras dependiendo mucho
de la temporada y las modas de especies de compañía.

Un punto importante al que hacen referencia es que a
pesar de que el tráfico de especies está prohibido por
la ley, la escasa vigilancia y control por parte de las au-
toridades, permite que se incremente en diferentes
puntos de la República Mexicana, tal es el caso en los
estados de Yucatán, Chiapas, Veracruz, Campeche,
Quintana Roo, Ciudad de México, Nuevo León y Ba-
ja California, entre otros.

Continúan mencionando que las consecuencias que
produce el tráfico de animales, son muchas y diversas
respecto de los sujetos vivos afectados, sin embargo en
términos generales es necesario referir que la humani-
dad misma es afectada, en la medida que se modifican
los ecosistemas, se ponen en peligro especies o bien
pueden aun extinguirse y esto afecta a los entornos so-
ciales y culturales de las poblaciones en general, auna-
do a considerar que por la forma en la cual se realizan
este tipo de actividades, se generan focos de violencia

y la promoción de otro tipo de delitos en las comuni-
dades y entornos en los cuales se llevan a cabo o don-
de se comercializan.

Los suscribientes afirman que la principal consecuen-
cia del tráfico ilegal sobre estos ecosistemas es la de-
faunación, es decir, la extracción masiva de la fauna
silvestre. Lo anterior genera ecosistemas vacíos, apa-
rentemente saludables, pero que no presentan un com-
ponente faunístico que realice las funciones ecológicas
necesarias para su mantenimiento. Esta situación tam-
bién ocurre en los mares por la sobreexplotación ilegal
de los recursos marinos. La defaunación tiene el po-
tencial de desencadenar una serie de efectos en casca-
da que se pueden reflejar, como consecuencia final, en
la pérdida de biodiversidad, dando lugar a sistemas
ecológicos simplificados y empobrecidos.

Insisten en que el objetivo de su iniciativa consiste en
duplicar las sanciones impuestas en el Código Penal
Federal a los que lleven a cabo la extracción, acopio,
transporte, comercialización y posesión de especies de
flora y/o fauna silvestre, mediante la captura caza y
colecta, en contravención de las leyes y tratados na-
cionales e internacionales.

Sugieren que la finalidad es generar la ejemplaridad en
la sanción y con ello inhibir la realización de la con-
ducta; de igual forma se buscará seguir la tendencia in-
ternacional de penas alternativas para con ello generar
un beneficio directo a las comunidades que fueron
afectadas con el tráfico de especies.

En ese mismo orden de ideas manifiestan que al incre-
mentar la severidad del tipo penal; se propone incor-
porar el tráfico de animales como delito grave tanto en
el ámbito penal, como en el supuesto de que la con-
ducta se lleve a cabo a través de la delincuencia orga-
nizada ya que por la cadena de actividades que deben
de llevarse a cabo para poder llegar a la venta como tal
de la especie se requiere de toda una cadena de sujetos
u organizaciones para su realización.
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III. CONSIDERACIONES

PRIMERA.- De acuerdo con lo dispuesto en los artí-
culos 39 y 45 numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; 3, numeral 1, fracción IX, 79, 80, numeral
1, fracción II, 157, numeral 1, fracción I, 158, numeral
1, fracción IV, y demás relativos del Reglamento de la
Cámara de Diputados, esta Comisión de Justicia resul-
ta competente para dictaminar las Iniciativas con Pro-
yecto de Decreto descritas en el apartado de antece-
dentes del presente dictamen.

SEGUNDA. – Los integrantes de esta Dictaminadora
al igual que los diputados iniciantes nos encontramos
sumamente preocupados por los inmensos daños que
se provocan al medio ambiente con la pesca y la caza
furtiva, daños que son irreparables y que pueden cul-
minar con la fatal extinción de alguna de las especies
que son protegidas por las autoridades ambientales
mexicanas, misma que han emitido sendas normas ofi-
ciales para proteger a la flora y fauna terrestre que se
encuentra amenazada y como bien lo refirieren los
proponentes sin éxito alguno.

De esta manera, con esta responsabilidad que tenemos
de adecuar la legislación penal para otorgar mayores
instrumentos jurídicos a las autoridades competentes
que tiendan a disminuir la pesca, caza y captura ilegal,
desde el ámbito penal, para que con ello se permita la
estabilización y preservación de estas especies, nos
permitimos realizar de manera oportuna, el presente
dictamen.

TERCERA. Derivado de la facultad que tiene esta
Comisión de Justicia para la dictaminación de las ini-
ciativas que se describen en el apartado de anteceden-
tes del presente dictamen, así como la preocupación
que se describe en el considerando anterior sobre la
problemática central a nuestro medio ambiente es que
podemos explicar la metodología que se llevará a ca-
bo para determinar la viabilidad de las propuesta ver-
tida en las iniciativas que nos ocupan, dicha metodo-
logía se centra en tomar en cuenta el total de las
disposiciones que se pretenden reformar y mediante el
método deductivo con el apoyo del método analítico,
verificar individualmente la pertinencia y viabilidad
de las propuestas de reformas, es decir, la idea es rea-
lizará un análisis pormenorizado de las reformas pro-
puestas en su conjunto, tratando de llegar a un punto
particular en el que podamos determinar la viabilidad
de la reforma propuesta y la pertinencia de cada una de
sus partes.

CUARTA.- Entrando de lleno al análisis de los temas
que nos competen, nos encontramos con la iniciativa
por la que se adicionan dos párrafos al artículo 422 del
Código penal, dichos párrafos dicen:

“La pena mínima de prisión se aumentará en dos
años cuando se trate de la comisión dolosa de los
delitos previstos en los artículos 414 párrafo pri-
mero, 415 fracción I, así como 416 párrafo prime-
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ro, cuando se trate de personas que realicen las
actividades previstas en dichos preceptos en canti-
dades anuales iguales o superiores a 10 toneladas
en peso bruto total o su equivalente en otra unidad
de medida.

El incremento previsto en el párrafo anterior será
aplicable para el caso de los delitos previstos en los
artículos 418 fracciones I y III cuando se trate de
remoción de vegetación en superficies superiores
a mil metros cuadrados, 418 fracción II cuando se
trate de asociación delictuosa y el volumen del de-
rribo, de la extracción o de la tala exceda de dos
metros cúbicos de madera, 419 cuando se trans-
porten recursos forestales en cantidades superio-
res a quince metros cúbicos o su equivalente, 420
cuando se trate de asociación delictuosa, y 420 Bis
fracción I cuando se trate de superficies superio-
res a mil metros cuadrados y fracción II cuando el
daño sea superior a doscientos metros cuadrados
de un arrecife.”

Como podemos observar la propuesta que se presenta
en los párrafos antes descritos es concretamente la de
aumentar la pena mínima de prisión cuando se vean
realizados los supuestos descritos, en atención a esto,
tomamos en cuenta el principio de proporcionalidad
de la pena reflejado en el artículo 22 de nuestra Cons-
titución Política que dice:

“Artículo 22. Quedan prohibidas las penas de
muerte, de mutilación, de infamia, la marca, los
azotes, los palos, el tormento de cualquier especie,
la multa excesiva, la confiscación de bienes y cua-
lesquiera otras penas inusitadas y trascendentales.
Toda pena deberá ser proporcional al delito que
sancione y al bien jurídico afectado.”

Con esto podemos entender que dicho principio refie-
re a que la gravedad de la pena debe ser directamente
proporcional a la gravedad del acto cometido, en este
sentido y evaluando la gravedad de los actos descritos
en los artículos planteados por los proponentes en los
párrafos propuestos, que su resultado sería el severo
daño que se causa a los ecosistemas y con esto la alte-
ración al medio ambiente en el que todos vivimos,
consideramos viable y pertinente la inclusión de los
párrafos propuestos por los iniciantes que tienen como
finalidad la prevención.

QUINTA.- Con respecto a la iniciativa que realiza di-
versas modificaciones al Código Penal Federal, a la
Ley Federal contra la Delincuencia Organizada y el
Código Nacional de Procedimientos Penales, referi-
mos que en este considerando realizaremos el análisis
de la propuesta de reforma al artículo 420 del Código
Penal Federal, que en concreto pretende aumentar las
penas en lugar de 1 a 9 años a de 9 a 18 años de pri-
sión, así como los días multa, para las conductas esta-
blecidas en ese mismo artículo que son todas en con-
tra del medio ambiente.

De acuerdo a lo anterior esta Comisión dictaminadora
invocando lo descrito en el considerando anterior so-
bre el principio de proporcionalidad de la pena, consi-
deramos que los daños contra el medio ambiente son
irreparables, además de que afectan en gran medida a
la sociedad en general y enriquecen a los que explotan
los recursos naturales, por estas situaciones y de acuer-
do a la correspondencia entre la gravedad de la con-
ducta y la gravedad de la pena nos permitimos realizar
la siguiente propuesta:

Como se puede observar la propuestas es cambiar la
pena mínima, de nueve a dos años, toda vez que bajo
el multicitado principio de proporcionalidad de la san-
ción penal y en razón de que el texto vigente contem-
pla un mínimo de un año y un máximo de nueve para
la pena privativa de libertad, se hace la modificación
del doble proporcionalmente, aumentando de uno a
dos años el mínimo y de 9 a 18 años de prisión, así
como el aumento de la multa respectiva.

Dicha propuesta se realiza con el objetivo de buscar
prevenir de alguna manera los delitos cometidos en
contra del medio ambiente cualquiera que este sea, y
de esta manera junto con las normas administrativas
lograr un sano equilibrio jurídico que permita regular
las situaciones en comento, todo esto tal y como lo ha
establecido El Máximo Tribunal de nuestra Nación en
la siguiente Jurisprudencia:
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Época: Décima Época
Registro: 159908
Instancia: Primera Sala
Tipo de Tesis: Jurisprudencia
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y
su Gaceta
Libro XIV, Noviembre de 2012, Tomo 1
Materia(s): Administrativa, Penal
Tesis: 1a./J. 22/2012 (9a.)
Página: 609

DELITOS CONTRA EL AMBIENTE Y LA GES-
TIÓN AMBIENTAL. PARAGARANTIZAR SU
TUTELA DEBE EXISTIR UNA RELACIÓN
EQUILIBRADA ENTRE EL DERECHO PENAL
Y LA NORMATIVA AMBIENTAL.

La tutela penal del medio ambiente, que se inspira
en la conservación del equilibrio de los ecosiste-
mas, constituye un derecho fundamental previsto en
el artículo 4o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; por su parte, la misma
Norma Fundamental establece que corresponde al
Estado proteger el medio ambiente. Ahora bien, pa-
ra garantizar esa tutela debe existir una relación
equilibrada entre el derecho penal y la normativa
ambiental, sin que pueda ignorarse que ésta tiene
un carácter eminentemente tecnológico y científi-
co que escapa a toda posibilidad de una regula-
ción jurídica. Es en ese tenor, en que en materia
ecológica el órgano jurisdiccional tiene una fun-
ción de delimitación del ilícito administrativo en re-
lación con el ilícito penal, que nace de la imposibi-
lidad del establecimiento, por parte del legislador,
de dicha frontera, lo que lleva necesariamente a
que el Juez asuma funciones regulativas que van
más allá de la función que le es propia, que es úni-
camente aplicativa. Aunado a lo anterior, en el
campo ambiental inciden constantemente cambios
que incluso pueden ocurrir de momento a mo-
mento; de ahí el deber de plantear cómo puede es-
tablecerse el equilibrio entre las exigencias de se-
guridad jurídico-penal y la actualización del
derecho penal. Tomando en cuenta la multiplici-
dad de formas de agresión a los ecosistemas, re-
sulta inevitable recurrir a normas extrapenales
para ejercitar una adecuada función preventiva y
sancionadora, lo que implica renunciar a un dere-
cho penal absolutamente autónomo, en favor de
un derecho penal capaz de establecer una adecua-

da relación con otras ramas del ordenamiento ju-
rídico, y que por ello se acaba, incluso, reforzando
el principio de seguridad jurídica, siempre que la
tipicidad penal tenga un bien jurídico de referen-
cia claramente determinado. Es decir, que el nú-
cleo de la conducta punible esté en ley y que esté
precisamente descrita, al igual que la pena a im-
poner.

Amparo en revisión 828/2010. 19 de enero de 2011.
Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Olga Sán-
chez Cordero de García Villegas. Secretario: Jorge
Roberto Ordóñez Escobar.

Amparo en revisión 815/2010. 2 de febrero de 2011.
Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Olga Sán-
chez Cordero de García Villegas. Secretaria: Níni-
ve Ileana Penagos Robles.

Amparo en revisión 582/2010. 9 de marzo de 2011.
Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de La-
rrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez.

Amparo en revisión 455/2011. 29 de junio de 2011.
Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de La-
rrea. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez.

Amparo en revisión 643/2011. 26 de octubre de
2011. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero
de García Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cien-
fuegos Posada.

Tesis de jurisprudencia 22/2012 (9a.). Aprobada
por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión
privada de diez de octubre de dos mil doce.”

“Época: Décima Época

Registro: 159907

Instancia: Primera Sala

SEXTA.- Con respecto a la modificación que se pre-
tende realizar al artículo segundo de la Ley Federal
Contra la Delincuencia Organizada, específicamente
la de agregar una fracción VI al artículo 2 de dicho
cuerpo normativo, en el que se consideren como de-
lincuencia organizada las conductas descritas en el ar-
tículo 420 del Código Penal Federal, al respecto nos
permitimos mencionar que no se considera viable la
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propuesta en comento, esto en razón de que algunas de
estas conductas no necesariamente tienen que llevarse
a cabo por tres o más personas, ejemplo de ello son las
siguientes fracciones del multireferido artículo 420 del
Código Penal Federal que a continuación enlistamos:

I. Capture, dañe o prive de la vida a algún ejemplar
de tortuga o mamífero marino, o recolecte o alma-
cene de cualquier forma sus productos o subpro-
ductos;

II. Realice actividades de caza, pesca o captura con
un medio no permitido, de algún ejemplar de una
especie de fauna silvestre, o ponga en riesgo la via-
bilidad biológica de una población o especie sil-
vestres;

V. Dañe algún ejemplar de las especies de flora o
fauna silvestres, terrestres o acuáticas señaladas en
la fracción anterior.

Como podemos observar dichas conductas no necesa-
riamente tienen que llevarse a cabo por varias perso-
nas con una persona, es decir una sola persona puede
caer en dicho supuesto lo cual no actualizaría la hipó-
tesis de delincuencia organizada, por lo cual se consi-
dera injustificada la inserción dicho párrafo dentro del
catálogo de las conductas que pueden considerarse co-
mo tal, a reserva de que compartimos el espíritu de los
legisladores para buscar la protección del medio am-
biente.

SÉPTIMA.- Por lo que respecta a la última reforma
planteada por los proponentes de adicionar en el Códi-
go Nacional de Procedimientos Penales una fracción
XII al artículo 167 de dicha disposición normativa,
que pretende en específico que se consideren como de-
litos que ameritan prisión preventiva oficiosa las con-
ductas establecidas en el artículo 420 del Código Pe-
nal Federal, los miembros de esta Comisión
dictaminadora, consideramos inviable dicha propues-
ta, toda vez que el artículo 19 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, ya establece un
catálogo con las conductas que ameritan prisión pre-
ventiva oficiosa, para ilustrar mejor lo dicho, nos per-
mitiremos transcribir dicho catálogo de la citada por-
ción normativa:

“El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez
la prisión preventiva cuando otras medidas caute-

lares no sean suficientes para garantizar la compa-
recencia del imputado en el juicio, el desarrollo de
la investigación, la protección de la víctima, de los
testigos o de la comunidad, así como cuando el im-
putado esté siendo procesado o haya sido senten-
ciado previamente por la comisión de un delito do-
loso. El juez ordenará la prisión preventiva,
oficiosamente, en los casos de delincuencia orga-
nizada, homicidio doloso, violación, secuestro,
trata de personas, delitos cometidos con medios
violentos como armas y explosivos, así como deli-
tos graves que determine la ley en contra de la se-
guridad de la nación, el libre desarrollo de la per-
sonalidad y de la salud.”

En relación con lo anterior, podemos decir que en la
dictaminación de la denominada “miscelánea penal” el
Código Nacional de Procedimientos Penales ya fue ar-
monizado con dicho catalogo constitucional, por lo
que de realizar la modificación propuesta se contra-
vendrían directamente los preceptos constitucionales. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado y al conside-
rar procedente las iniciativas de mérito con los ajustes
que se señalan, los integrantes de esta Comisión de
Justicia, sometemos a la consideración de esta Hono-
rable Asamblea, el siguiente proyecto de 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS
ARTÍCULOS 420 Y 422 DEL CÓDIGO PENAL
FEDERAL.

ARTÍCULO UNICO.- Se reforma el primer párra-
fo del artículo 420 y se adicionan un segundo y ter-
cer párrafos al artículo 422 del Código Penal Fede-
ral, para quedar como sigue:

Artículo 420. Se impondrá pena de dos a dieciocho
años de prisión y por el equivalente de tres mil a seis
mil días multa, a quien ilícitamente:

I. a V. ...

...

Artículo 422. ...

La pena mínima de prisión se aumentará en dos
años cuando se trate de la comisión dolosa de los
delitos previstos en los artículos 414 párrafo pri-
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mero, 415 fracción I, así como 416 párrafo prime-
ro, cuando se trate de personas que realicen las ac-
tividades previstas en dichos preceptos en cantida-
des anuales iguales o superiores a 10 toneladas en
peso bruto total o su equivalente en otra unidad de
medida.

El incremento previsto en el párrafo anterior será
aplicable para el caso de los delitos previstos en los
artículos 418 fracciones I y III cuando se trate de re-
moción de vegetación en superficies superiores a mil
metros cuadrados, 418 fracción II cuando se trate de
asociación delictuosa y el volumen del derribo, de la
extracción o de la tala exceda de dos metros cúbicos
de madera, 419 cuando se transporten recursos fo-
restales en cantidades superiores a quince metros
cúbicos o su equivalente, 420 cuando se trate de aso-
ciación delictuosa, y 420 Bis fracción I cuando se tra-
te de superficies superiores a mil metros cuadrados
y fracción II cuando el daño sea superior a doscien-
tos metros cuadrados de un arrecife.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de
diciembre de 2016

La Comisión de Justicia

Diputados: Álvaro Ibarra Hinojosa (rúbrica), presidente; María

Gloria Hernández Madrid (rúbrica), Ricardo Ramírez Nieto (rúbri-

ca), José Hernán Cortés Berumen (rúbrica), Javier Antonio Nebli-

na Vega (rúbrica), Patricia Sánchez Carrillo (rúbrica), Arturo San-

tana Alfaro (rúbrica), Lía Limón García (rúbrica), Víctor Manuel

Sánchez Orozco, secretarios; Jesús Emiliano Álvarez López (rú-

brica en abstención), Alfredo Basurto Román (rúbrica en absten-

ción), Ramón Bañales Arámbula (rúbrica), Tristán Manuel Cana-

les Najjar (rúbrica), Édgar Castillo Martínez, José Alberto

Couttolenc Buentello, César Alejandro Domínguez Domínguez

(rúbrica), Mayra Angélica Enríquez Vanderkam, Waldo Fernández

González (rúbrica), José Adrián González Navarro, Sofía Gonzá-

lez Torres (rúbrica), Carlos Iriarte Mercado (rúbrica), Armando

Luna Canales (rúbrica), Abel Murrieta Gutiérrez (rúbrica), Daniel

Ordóñez Hernández (rúbrica), Ulises Ramírez Núñez (rúbrica),

Édgar Romo García (rúbrica), Martha Sofía Tamayo Morales.

DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NA-
TURALES, CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE RE-
FORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 176 DE LA LEY GENE-
RAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL

AMBIENTE

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales de la LXIII Legislatura de la H. Cámara de Di-
putados, le fue turnada para su estudio y elaboración
del dictamen correspondiente, la Iniciativa con Pro-
yecto de Decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley General del Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
39, numerales 1 y 2, fracción XXXV, y 45, numerales
6, incisos e) y f) y 7 de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos; 80, nume-
ral 1, fracción II; 81, numeral 2; 82, numeral 1; 84; 85;
157, numeral 1, fracción I; 158, numeral 1, fracción
IV; 167, y demás relativos del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, somete a la consideración de esta Soberanía, el
presente dictamen, de acuerdo a los siguiente:

ANTECEDENTES

1.- El 27 de octubre de 2016, la Diputada Sara Latife
Ruiz Chávez, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional y suscrita por el
Diputado Arturo Álvarez Angli, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Méxi-
co, presentaron la Iniciativa con Proyecto de Decreto
por el que se reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente.

2.- En esa misma fecha, la Mesa Directiva turnó la ini-
ciativa citada a la Comisión de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales de la Cámara de Diputados del H.
Congreso de la Unión, para su análisis y elaboración
del dictamen correspondiente.

CONSIDERACIONES

La diputada que presenta la iniciativa establece, en su
exposición de motivos, que el artículo 176 de la Ley
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